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(Sin corregir) 


Señor Representante Alfredo Cabrera (ad hoc). 


Señores Representantes Eleonora Bianchi, Tabaré Hackenbruch Legnani, Ivonne Passada y 
Jorge Pozzi. 


Señores Representantes Pablo Abdala y Juan Andrés Roballo. 


Por las Cámaras Empresariales, doctores Ernesto Gravier, representante ejecutivo de la 
Cámara de Construcción del Uruguay, Roberto Falchetti, representante de la Cámara 
Mercantil; Juan Alberto García; representante de la Asociación Rural; Gonzalo Irrazabal, 
Asesor de la Cámara de Industrias, Juan Pedro Irureta representante de la Asociación 
Rural; Juan Mailhos, representante de la Cámara de Comercio; señores Wilson Baliño, 
Asesor de la Liga de la Construcción; Robin Cooper, Presidente del Centro de 
Navegación; Guillermo Mera, Vicepresidente del Centro de Navegación y Capitán 
Dimitrios Linas, representante de la Cámara de Industrias. 


Por PIT-CNT, señor Milton Castellano y doctora Rosario Oiz, asesora. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cabrera Casas).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a una delegación de las Cámaras Empresariales 
integrada por los doctores Ernesto Gravier, representante ejecutivo de la Cámara de Construcción del 
Uruguay, Roberto Falchetti, representante de la Cámara Mercantil, Juan Alberto García, representante de la 
Asociación Rural, Gonzalo Irrazabal, Asesor de la Cámara de Industrias, Juan Pedro Irureta, representante de 
la Asociación Rural, Juan Mailhos, representante de la Cámara de Comercio, por los señores Wilson Baliño, 
Asesor de la Liga de la Construcción, Robin Cooper, Presidente del Centro de Navegación, Guillermo Mera, 
Vicepresidente del Centro de Navegación y Capitán Dimitrios Linas, representante de la Cámara de 
Industrias. 


Como ustedes saben el motivo de la convocatoria es la propuesta del Poder Ejecutivo de modificar la Ley 
N* 18.099. 


Este proyecto se va a aprobar mañana; por lo tanto digan ahora en alta y en clara voz todo lo que tengan para 
decir, a ver si la discusión final recoge alguno de sus comentarios. 


SEÑOR IRRAZABAL.- Agradezco a esta Comisión el habernos recibido para plantear nuestra visión 
crítica de este proyecto sometido a consideración del Parlamento. 


En primer lugar, vamos a dejar una nota con fecha 10 de agosto, remitida por todas las Cámaras 
Empresariales al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social que, de alguna forma, resume en cuatro 
puntos la posición del sector. Este es un proceso que arranca hace diez meses atrás, entonces creo que esta 
nota del 


10 de agosto resume en buena forma los puntos. En segundo término, vamos a hacer un pequeño racconto de 
lo que han sido estos diez meses. 


Hace más de un año sosteníamos que era necesario e imperioso crear un verdadero sistema de relaciones 
laborales. En cambio, se ha persistido en la peligrosa idea de generar una serie de normas aisladas, 
asistémicas, genéricas e inciertas, que contribuyen a provocar lo contrario a todo lo que el sector empresarial 
había buscado históricamente: la certeza jurídica y las reglas de juego claras. Se pretende regular solo parte 
de los aspectos referidos a las relaciones laborales, olvidando que detenerse en un pequeño aspecto del 
sistema siempre produce una visión de la realidad parcial y muchas veces distorsionada. 


Las relaciones laborales, por definición, son biltaterales o bipartitas, y en estos meses de trabajo no hemos 
visto la incorporación a las diferentes normas de los derechos de los empleadores. La normativa, en general, 
ha aparecido recogiendo determinados derechos para una sola de las partes: el sector trabajador. 


En ese sentido, resulta importante destacar que de la agenda que había sido consensuada en el seno del 
Consejo Superior Tripartito solo se ha legislado sobre algunos aspectos, por ejemplo, el fuero sindical o la 
licencia sindical; y, sin embargo, nada se ha establecido respecto al derecho de propiedad, que comprende el 
derecho a la propiedad de los medios de producción y, en especial, del producto de la actividad de los 
factores que intervienen en el proceso. Nada se ha dicho del derecho a la protección de los bienes de la 
empresa. Tampoco se ha dicho nada respecto a la libertad de comercio e industria, que comprende la libertad 
de constituir una empresa, el derecho de organización y dirección del empleador y, asimismo, el derecho de 
la empresa a elegir y procesar los cambios, por ejemplo. Nada se ha dicho respecto al derecho a la 
negociación libre y voluntaria. Nada se ha dicho respecto al derecho a tomar medidas de autotutela ante 
medidas que no configuran el derecho de huelga ni el derecho a la consulta tripartita. Asimismo, nada se ha 
legislado respecto a aspectos reclamados históricamente por el sector, como, por ejemplo -y sin que esto 
constituya una enumeración taxativa-, la definición de cantidad de representantes sindicales por empresa. 
Nada se ha dicho de la personería jurídica, de los estatutos que deben regir a las organizaciones, de los 
derechos y obligaciones de las organizaciones ni de la responsabilidad de las organizaciones y sus 
representantes. 


Ninguna norma se ha dictado respecto al sistema de elección de autoridades ni al de adopción de decisiones 
de conflicto por voto secreto o la correspondiente obligación de confidencialidad y responsabilidad 
patrimonial por daños y perjuicios por el no cumplimiento de acuerdos. 


Nada se ha dicho del deber de paz o del preaviso ante la adopción de medidas sindicales. Nada se ha dicho de 
la reglamentación del derecho de huelga en cumplimiento del mandato del artículo 57 de la Constitución de 
la República, con respecto al derecho al trabajo de aquellos que no estén de acuerdo con determinadas 
medidas. 


En definitiva, un verdadero sistema de relaciones laborales necesariamente debe consagrar también el 
derecho de los empleadores, como forma de equilibrar los principios y derechos de que se trata. Una 
reglamentación armónica del derecho de los trabajadores y de los empleadores permitiría que no se 
produjeran desequilibrios peligrosos para el sistema, soluciones parciales y, por tanto, arbitrales 


Debió evitarse pasar de un derecho colectivo no regulado a una catarata normativa sin armonización alguna. 
Se debe ser muy ponderado a la hora de regular situaciones que afectan a la inversión, al empleo, a las 
relaciones laborales y al país en su conjunto. 


Hace diez meses que estamos intentando que nuestras peticiones sean recogidas en el proyecto de ley 
modificativo de la Ley_N* 18.099. Atravesamos varias etapas en las que el Poder Ejecutivo presentó algunos 
proyectos, que en algunas ocasiones retiró. Entonces, asistimos inertes a una serie de reuniones sin contenido 
previamente definido. 


Creemos en el tripartismo cuando en su nombre se realizan consultas efectivas a los actores sociales, tal y 
como lo proclama la Organización Internacional del Trabajo. Reconocemos que el tema es muy complejo; 
hace casi veinte años que la OIT no ha podido consensuar la sanción de un convenio internacional sobre el 
trabajo en régimen de subcontratación. Sin embargo, se ha optado por ir más allá de lo que la propia 
Organización Internacional del Trabajo ha llegado. 


Por otra parte, estamos plenamente de acuerdo con el objetivo que parecería proponer esta ley, la lucha contra 
el informalismo, evitando las tercerizaciones irregulares, falsas o informales. Pero, como bien se ha 
expresado, la tercerización es multicausal, responde a causas económicas, tecnológicas, organizativas, 
laborales y filosóficas, entre otras, y no siempre a objetivos oscuros, provengan de donde provengan. El 
problema es que la ley va mucho más allá de este sano objetivo y termina regulando una situación que va en 
sentido contrario de la moderna gestión empresarial al afectar el relacionamiento válido y legítimo de las 
empresas. 


El fenómeno de la tercerización empresarial no solo es lícito sino que resulta promotor del desarrollo 
económico. Si lo que se quería era combatir o perseguir la tercerización fraudulenta creemos que el camino 
elegido fue equivocado. Sin embargo, consideramos importante resaltar algunos aspectos que han sucedido a 
lo largo de este proceso. A vía de ejemplo, las Cámaras Empresariales solicitaron que se excluyera 
expresamente la primera contratación del alcance de la ley. El proyecto en cuestión es vago e impreciso y, de 
alguna forma, la incluye expresamente, identificándola, además, a nuestro criterio en forma errónea, con la 
subcontratación. 


Las Cámaras Empresariales solicitaron que se limitara la aplicación de la ley a la ejecución de trabajos 
correspondientes al giro o a la actividad principal de la empresa, o a sus giros, en caso de tener más de uno en 
cualquier área de su establecimiento. Eso fue lo solicitado en uno de los documentos presentados al Poder 
Ejecutivo a principios de este año. Por supuesto, el proyecto no formula esa limitación. 


Las Cámaras Empresariales en ese mismo documento de hace ocho meses solicitaron excluir expresamente 
del ámbito de aplicación de la ley la prohibición de afectar cualesquiera de los bienes que pueda requerir la 
empresa para su actividad o funcionamiento; el proyecto no lo recoge. 


Las Cámaras Empresariales solicitaron que se excluyera expresamente del ámbito de aplicación de la ley las 
situaciones de subcontratación zafral, discontinuas o esporádicas. Por el contrario, lo que hace el proyecto es 
incluir expresamente el trabajo zafral o de temporada. 


Las Cámaras Empresariales solicitaron que se exonerara totalmente de responsabilidad a las empresas que 
hubieran exigido información de los subcontratistas referidas al cumplimiento de sus obligaciones laborales. 
El proyecto establece que las empresas están facultadas para exigir determinada documentación; lo que no 
introduce ninguna novedad respecto a nuestro ordenamiento jurídico positivo. 


Las Cámaras Empresariales, en ese documento firmado por todas las Cámaras Empresariales, solicitaron una 
certificación especial del cumplimiento de obligaciones laborales y profesionales, extendido por las 
autoridades públicas para que, con su presentación, la responsabilidad de las empresas quedara 
salvaguardada. Nada de eso se recoge en el proyecto en cuestión. 


Las Cámaras Empresariales solicitaron que se estableciera que el incumplimiento de la empresa 
subcontratista respecto de las obligaciones laborales y provisionales determinara la rescisión del contrato sin 
responsabilidad para la empresa contratada. El proyecto nada recoge respecto a este punto. 


Las Cámaras Empresariales solicitaron que la responsabilidad se limitara a aquellas obligaciones laborales de 
naturaleza salarial o previsional y de carácter pecuniario, originadas exclusiva y directamente en una relación 
de trabajo que refiera en forma directa a los trabajadores afectados, al objeto de la subcontratación o 
intermediación emergentes de una ley, decreto, laudo de Consejo de Salarios o convenio colectivo. Sin 
embargo, el proyecto establece una responsabilidad para todas las obligaciones; incluye, a texto expreso, las 
derivadas de la Ley N” 5.032. En consecuencia, el texto propuesto extiende el marco de la actual Ley 

N? 18.099 disponiendo también las responsabilidades de las empresas en ese sentido. 


En definitiva, el proyecto no solo limita la responsabilidad, tal y como fuera solicitado por las Cámaras 
Empresariales; por el contrario, atribuye responsabilidades a las empresas contratantes, que no están 
comprendidas dentro de las funciones que habitualmente cumplen y que deberían estar a cargo del Estado, de 
la misma forma en que este lo hace con las empresas contratantes. Esto nos lleva a sostener con firmeza que 
este proyecto de ley a consideración de la Comisión termina afectando el desarrollo productivo, y por ende, 
la fuente de trabajo, y especialmente en este caso, a la pequeña empresa. 


Esta es una valoración general que pretende resumir diez meses de reuniones con estas características y lo 
que ha sido la postura del sector, consolidada en ese documento del cual hicimos entrega, de fecha 10 de 
agosto, remitido al Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


Con respecto al proyecto de ley y también suscribiendo las expresiones del doctor Durán de las Cámaras 
Empresariales que nos precedieron hace unos días -según consta en la versión taquigráfica- creemos que este 
proyecto de ley se estructura sobre tres bases en las cuales el sector tiene discusión. Básicamente, son el 
ámbito de aplicación y las obligaciones, de las cuales uno, como empresa contratante, es responsable. Se han 
introducido algunas normas que ni siquiera fueron solicitadas por nosotros y que hacen más gravosa la 
situación del sector empresarial. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Creo que el aporte de los representantes que hoy comparecen ante esta 
Comisión -a quienes les doy la bienvenida- es muy significativo y relevante para el análisis que está 
haciendo la Comisión con relación a este proyecto de ley. Por la importancia que sin ninguna duda 
tiene creo que hubiera merecido un tratamiento un poco más detenido, que la Cámara se hubiera dado 
más tiempo para analizar estas definiciones que hacen a las relaciones laborales. Por lo tanto, debería 
merecer un análisis un poco más agudo desde el punto de vista de las definiciones normativas y del 
alcance de determinados extremos que el proyecto de ley contiene, pero por razones que no viene al 
caso analizar ahora, seguramente lo estaremos aprobando hoy en la Comisión de Legislación de 
Trabajo y mañana en el Plenario de la Cámara de Diputados. 


Quisiera hacer a los visitantes las mismas preguntas que formulé a los otros representantes empresariales que 
comparecieron la semana pasada, que tienen que ver con la visión general del proyecto y con la posición de 
las Cámaras, con relación a esta nueva versión de la ley de tercerización. Está claro que la posición de ellos 
es crítica, por los argumentos que se acaban de escuchar. Pero también es claro que esta ley modifica la 
anterior y, por lo menos, se la ha querido presentar como una versión en algún sentido moderada o 
atemperada de la ley vigente, que está por cumplir un año porque nosotros la aprobamos hacia fines del año 
pasado y en la Cámara de Senadores fue aprobada a principios de enero en el Senado. 


Yo quisiera que se profundizara en un aspecto que me parece central para conocer adecuadamente, o de la 
manera más completa posible, la posición del sector empresarial. Está claro que este proyecto de ley tal, 
como está concebido, merece críticas de parte de los empresarios o, por lo pronto, el juicio de que es un 
proyecto insuficiente, insatisfactorio, que no contempla todos los reclamos y las exigencias que el doctor 
Irrazabal recién reseñaba, y eso hay que tomarlo como ha sido dicho. Sin perjuicio de eso, me da la impresión 
-así se lo ha presentado y es lo que, en principio, surge de la lectura del proyecto de ley- de que este proyecto 
contiene algunas modificaciones del anterior que en algún sentido lo moderan. Desde el punto de vista de la 
responsabilidad, parecería que la subsidiariedad ganara terreno frente a la solidaridad en la atribución de la 
responsabilidad. Parecería - y hablo en condicional porque todo esto es opinable y yo quiero la opinión de los 
empresarios- que hay un mayor acotamiento desde el punto de vista del ámbito de la aplicación, porque esto 
quedaría más referido a los servicios principales o al giro principal y no a los servicios ocasionales que se 
contratan. Parecería que se otorgaran instrumentos a los buenos y honestos empresarios que actúan como 
contratantes en términos de eximirse de responsabilidad por la vía de requerir toda la documentación de la 
empresa contratada que acredite que está al día con sus obligaciones laborales, etcétera. 


En el último artículo hay una disposición que podría tomarse como una garantía de carácter procesal al 
establecer el emplazamiento conjunto, que sabemos que muchas veces genera dificultades para los 
empresarios a la hora de ser demandados, porque muchas veces no están enterados de esa condición y cuando 
se enteran, es demasiado tarde. En fin, hay una serie de elementos que, reitero, no es que deban conducir a la 
conclusión de que esto es la panacea, porque está claro que no lo es pero, por lo menos, podría llevarnos a 
plantear que es mejor que lo anterior. Reitero: no lo estoy afirmando, estoy preguntando. Desde ese punto de 
vista, está claro que esto es insuficiente o que no llega a ser satisfactorio para las Cámaras empresariales, 
pero, ¿cómo puede sostenerse que es peor que lo anterior, como se ha dicho públicamente? Aclaro que no hay 
juicio de valor en lo que estoy planteando; solo es una pregunta, y la formulo porque, como legisladores de la 
oposición que votamos en contra la ley vigente porque, por las mismas razones expuestas, no nos satisfacía el 
proyecto anterior, ahora estamos en el dilema de qué hacer ante esto que se supone que mejora o que, en 
algún sentido, recoge parte de las críticas que formulamos en el pasado. Más allá de que es legítimo y está 
claro que el proyecto no resulta satisfactorio, quisiéramos saber cuáles son los fundamentos para sostener 
que, además, es peor que la ley que está vigente. 


SEÑOR IRRAZÁBAL.- Si bien la nueva iniciativa consagra la subsidiariedad, amplía el ámbito de 
aplicación y aumenta las obligaciones. A veces, en el análisis uno busca ejemplos que gratifiquen la 
posición. En ese sentido, yo hacía las siguientes preguntas: ¿cómo estoy posicionado frente a estas dos 
situaciones, es preferible responder en primer lugar por una obligación de $ 100 o ser el segundo 
responsable de una obligación de $ 1:000.000? Creo que ese ejemplo puede resumir la sensación que 
uno puede tener al leer este proyecto de ley. 


La responsabilidad solidaria se transformó en responsabilidad subsidiaria, pero se aumentó la cantidad de 
obligaciones por las que yo soy responsable. Además, se dio un marco de aplicación tan impreciso a la norma 
que esto hace todavía más indefinido o difícil de prever el resultado. Y no olvidemos que, como se trata de un 
tema tan complejo y, como pasó con los antecedentes de este tipo de normas -me refiero, por ejemplo, a la 
Ley_N” 10.499-, todo se dirime en los tribunales. No seremos nosotros los que aplicaremos la ley; esto 
ocurrirá necesariamente en los tribunales, que serán los que, a través de los sucesivos fallos, irán decantando 
hasta llegar a la posición final en el tema. Pero mientras la jurisprudencia no decante una posición definitiva, 
con toda seguridad el sector empleador estará sometido a los vaivenes, a las oscilaciones de las opiniones 
legítimas de los distintos magistrados que intervengan en el asunto. Básicamente, la visión crítica refiere a 
que se amplía el campo de aplicación y a que se establece de una forma imprecisa, genérica. 


Repito que en la nota que se presentó el 10 de agosto, suscrita por todas las Cámaras empresariales, el sector 
hacía referencia a lo que se pretendía del ámbito de aplicación de la ley y solicitábamos que la norma 
excluyera en forma expresa la contratación directa. Pero no está establecido que la contratación directa queda 
excluida; no se hizo eco de lo que suscribieron las 20 Cámaras empresariales. Se estipuló que el alcance de la 
ley debería limitarse a las hipótesis de subcontratación, intermediación y suministro de personal, pero la 
normativa no se hizo eco de lo que pedíamos en la nota que remitimos. 


Con respecto al ámbito de aplicación -como ya dijimos-, sosteníamos que la nueva ley debería limitar la 
aplicación a la ejecución de trabajos o prestación de servicios correspondientes al giro o actividad principal 


de la empresa; sin embargo, lo amplía a accesorios dentro o fuera del ámbito de la empresa. Todo esto está 
claramente manifestado en esa nota que pedimos que se incorporara a la versión taquigráfica. 


En cuanto a la limitación del concepto de obligaciones laborales, en el devenir del intercambio de 
documentos con el Poder Ejecutivo se iban incluyendo expresiones; la última que se incorporó fue "normas 
internacionales ratificadas", lo cual hace todavía más vago e impreciso el origen de las obligaciones por las 
que la empresa contratante pasa a ser responsable. 


Es importante destacar -también está sostenido en el documento del 10 de agosto- que la referencia a la Ley 
N? 5.032 aparece como un elemento nuevo en la discusión. Cuando las Cámaras empresariales se sientan a 
intercambiar ideas e intentan que sus aportes sean recogidos, plantean una cantidad de aspectos que 
pretenden que sean contemplados, pero no solamente no son tenidos en cuenta sino que se introducen nuevos 
elementos que la amplían; eso figura en el Capítulo III, referido al concepto de obligaciones laborales, de esa 
nota de tres carillas que enviamos al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 


Básicamente, hicimos referencia a la responsabilidad. En algún momento se valoró la transformación de la 
responsabilidad solidaria en subsidiaria, pero toda norma debe ser interpretada, primero, en el contexto del 
Derecho positivo y, en segundo lugar, en cuanto a lo que la propia norma establece en su conjunto. Entonces, 
no podemos valorar como positivo un solo aspecto de una ley sino a la ley en su conjunto, de la misma forma 
que debemos valorarla con respecto a todo el ordenamiento jurídico positivo. Es en el contexto de esta 
afirmación que enfáticamente afirmamos que esta iniciativa es peor que la ley que está vigente; el sector 
empleador la considera francamente negativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer algunos comentarios. 


Nosotros tenemos que resolver un tema concreto y conocemos la historia fidedigna de la sanción no 
parlamentaria de la ley, o sea, el proceso de encuentros y desencuentros en los ámbitos tripartitos creados en 
el Poder Ejecutivo, pero no participamos de ese proceso. Para la oposición es un problema el tripartismo, 
porque se compone por todos los actores del Gobierno y en la pata pública la oposición nunca está presente 
en la consideración de los actores que comienzan a negociar. Por lo tanto, este es un tema que conocemos por 
los diarios y que hemos seguido, y entendemos la valoración que ustedes hacen pero, en realidad, llegado el 
momento de resolver, debemos decidir sobre el asunto concreto. 


Mi posición es conocida pues presenté un proyecto alternativo en oportunidad de aprobarse la ley N” 18.099 - 
supongo que lo habrán visto-, y sigo creyendo que hay que distinguir los procesos fraudulentos de 
tercerización de los procesos legítimos de tercerización y creo en la independencia entre empresas con 
contratos comerciales o civiles. Por lo tanto, no creo que todos deban ser responsables de todo. 


Lo que más me gusta de esta norma nueva es la exposición de motivos, lo que no es poco, porque en 
definitiva también integra el proyecto. En realidad, si uno lee la exposición de motivos, parece afiliarse a una 
tesis que no necesariamente luego uno encuentra en el texto de la norma -al menos no la encuentra con 
claridad-, pero me deja menos dudas que el articulado posterior. La exposición de motivos hace referencia 
claramente a la existencia de una relación triangular y a una serie de conceptos que después cuesta encontrar 
en la norma. 


De cualquier forma, tengo mis dudas respecto a si esto es mejor o peor y, en realidad, creo que en ambos 
casos dependemos de la jurisprudencia en cuanto a cómo se van a aplicar aquella norma y esta. Esta tiene 
definiciones que aquella no tenía; me podrán decir que en la medida que nada tiene, la libertad es absoluta 
para el intérprete y veremos hasta dónde restringe y hasta dónde amplía, lo cual es bueno o malo para 
cualquiera de las partes y a priori no tiene una definición. 


Tengo una gran objeción respecto a esta norma -y más allá de la votación, el Partido Nacional va a presentar 
artículos sustitutivos o aditivos a los artículos en discusión- y tiene que ver con el artículo que establece la 
responsabilidad subsidiaria. A mi juicio, la consecuencia del ejercicio del derecho de información realizado 
correctamente es la no existencia de responsabilidad, porque si efectivamente todos los certificados 
demuestran que la empresa está al día, formalmente, por documentos estatales, se está probando que existe 
una empresa independiente. Entiendo que es gravoso pedir a una empresa que controle a otra y que el premio 
sea la subsidiariedad. Creo que todo el mundo controlaría mucho mejor si el premio fuera la liberalización de 


la responsabilidad; entonces, aun cuando asumieran que les están mandando hacer algo que debería hacer el 
Estado, lo harían con gusto porque el premio sería interesante: no soy responsable. Pero, en los términos en 
que está planteado tengo dudas de qué podrá ser más conveniente en términos de costo para la empresa, si 
controlar y ser subsidiario o no controlar y ser solidario, porque en definitiva hay un tema de costo y 
oportunidad de la actuación y de estructura de las empresas de saber si pueden hacer ese control. Por lo 
menos, no se debería ser solidario en aquello que según la documentación oficial es correcto. Tal vez se 
podría abrir una puerta a una responsabilidad subsidiaria por aquello que no apareció. Es decir que si tengo 
un certificado del Banco de Previsión Social que acredita estar al día con los aportes, es el Estado uruguayo 
el que dice que la empresa que contrata está al día y no se me puede pedir más si el Estado está diciendo que 
no debo nada 


¿Qué pasa con aquellos rubros discutibles? Habrán leído en la versión taquigráfica que pregunté a los 
técnicos del Ministerio por el tema de las horas extra, donde según la redacción parece que el tiempo opera 
en forma cronológica y la interpretación que hace el Ministerio es que también opera a lo largo del día, y 
acota el rubro en esos casos. 


El gran problema que tiene la norma es que sigue sin encontrar el fraude. A mi juicio ese es el punto esencial. 


El segundo problema que tiene es más difícil. Yo comparto que la solidaridad debería ser el giro principal, 
pero esta norma está pensada desde el vamos para los giros accesorios. Esta norma nace a partir de las 
empresas de seguridad y limpieza; esa es la "ratio" que da origen a la preocupación de los proponentes. 
Entonces, uno puede hacer el razonamiento teórico hacia el giro principal, pero después se encuentra con que 
en realidad estamos haciendo esto porque queremos cubrir el accesorio, por lo que se termina poniendo en 
cualquier circunstancia. En el proyecto que habíamos considerado en aquella oportunidad manejábamos el 
accesorio cuando se brindaba en régimen de exclusividad, de forma tal de acotarlo. 


Creo que ese es el aporte más sustancial que podemos hacer a la discusión. Ustedes saben que nuestros votos 
no determinan la aprobación o no de este proyecto, pero más allá del cálculo matemático vamos a dar una 
discusión porque nos parece que son normas realmente importantes para el funcionamiento del sistema. A 
través de los artículos sustitutivos vamos a plantear que no exista responsabilidad cuando se ejerce el derecho 
a la información en los términos de la norma y alguna fórmula que no está redactada todavía que haga caer la 
exoneración si se demostrara el fraude. Básicamente lo hacemos guiados por lo que decía al comienzo en el 
sentido de que nos parece que si podemos demostrar en términos estatales que hay dos empresas 
independientes que contratan, es absolutamente necesario avalar esa realidad económica empresarial y formal 
con una norma acorde, que sean empresas independientes y no respondan. 


Tengo dudas si esto empeora o mejora la situación o si simplemente seguimos dependiendo de los jueces. 


Otro aspecto que hemos manejado en Comisión y que tal vez pueda ser aceptado por el Gobierno -no hemos 
profundizado en ese tema; lo haremos esta tarde- es no incorporar dentro del alcance de la norma los aportes 
patronales como parte de la responsabilidad empresarial. Eso también me parece un disparate porque estamos 
pagando aportes. El solidario se vuelve solidario de aportes patronales de la empresa incumplida, por lo cual 
es una norma de puro tinte recaudatorio, pero no de protección laboral del trabajador. Aún cuando esos 
aportes sean para financiar a ese trabajador, es una carga de la empresa subcontratadas y del mal empresario 
que no hizo esos aportes. Entonces, me parece excesivo cargar a la empresa comitente que pague los aportes 
patronales de la otra empresa. Podemos llegar a tener algún punto de encuentro con la bancada de Gobierno. 
Si bien no lo hemos hablado en profundidad, en principio podríamos hacer una modificación de ese tipo. 


Básicamente, esa es la posición que tenemos frente a esta norma. 


Sigo insistiendo en que, más allá de la referencia vaga a los convenios internacionales y al derecho vigente - 
esa cosa sumamente abierta-, tiene también acotaciones, como por ejemplo las multas y los recargos a nivel 
del Banco de Previsión Social que no estaban claros en la norma anterior, sobre los que uno podía hacer un 
desarrollo teórico para decir que esas cosas no estaban comprendidas, pero en los hechos los organismos 
recaudatorios se habían afilado los dientes al otro día de la aprobación para salir a buscarlas. Creo que si se 
mira, sin la historia de desencuentros anterior, es una norma con claroscuros. Tiene algunas partes que 
empeoran y otras que precisan conceptos en términos parecidos a los que en aquel momento cuestionamos de 
la norma vigente. 


Esa es la posición que quería dejar de mi parte. 


Solo nos resta agradecer su presencia. Recibiremos la documentación que nos dirijan y seguiremos en 
contacto. 


(Se retira de Sala la delegación de las Cámaras Empresariales) 


(Ingresa a Sala una delegación del PIT-CNT) 


Damos la bienvenida a una delegación del PIT-CNT integrada por uno de sus delegados, señor 
Milton Castellano, y la asesora, doctora Rosario Oiz. 


El motivo de la invitación es conocer la opinión de la organización respecto del proyecto del Poder Ejecutivo 
modificativo de la Ley_N* 18.099 y a tales efectos les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CASTELLANO.- Antes de dar alguna opinión sobre el proyecto en sí mismo de modificación, 
quisiéramos hacer un marco general 


En este caso nos parece que el marco general es más importante que el proyecto en sí. 


El Parlamento votó hace aproximadamente un año una ley conocida por todos como la Ley de 
Tercerizaciones. Esa ley vino a cubrir un espacio que el movimiento sindical y la central sindical habían 
reclamado durante muchos años, que era buscar formas que regularan las relaciones laborales cuando se 
daban a través de terceros, de contratistas, subcontratistas, etcétera. El país había vivido, fundamentalmente 
en la década del noventa, el modelo de relaciones laborales conocido como de flexibilización, de 
desregulación, que hizo que miles de trabajadores tuvieran relación contractual con los empresarios a través 
de terceros y de formas precarias que hacían que los trabajadores en general tuviéramos enormes perjuicios. 
Es conocido todo lo que había pasado en este país en la década del noventa y principios de 2000 con respecto 
a los trabajadores que quedaban sin cobrar sus créditos laborales, empresas que quebraron, tendales de 
trabajadores en la calle, por un sistema de tercerización o de precarización en las relaciones laborales que 
afectaba enormemente la seguridad jurídica en el puesto de trabajo y en los créditos laborales de los 
trabajadores. Toda esa situación comienza a corregirse a partir de 2005, fundamentalmente con la aplicación 
de la Ley de Creación de los Consejos de Salarios, que empieza a regularizar las relaciones laborales de una 
manera un poco más formal, complementándose con la aprobación por parte del Parlamento de la ley que 
regula los trabajos para terceros. 


Esta regulación que comenzó a funcionar el año pasado, sin duda ha tenido un éxito muy importante. 
Siempre digo que conjuntamente con la Ley de Creación de los Consejos de Salarios ha permitido que miles 
de trabajadores formalicen su situación laboral y tengan mayores seguridades. 


Si observamos la tasa de afiliación a la seguridad social del BPS, vemos que hay miles de trabajadores 
inscriptos en este proceso, no solo por la creación de puestos de trabajo sino también porque una parte 
importante de ellos han regularizado las condiciones laborales. Además, esta ley ha permitido que las 
relaciones comiencen a tener un grado de formalidad y de responsabilidad, algo que reclamábamos a 
principios de la década de los noventa y principios del 2000, momento en que se habían producido estragos 
importantes. 


Hasta el día de hoy, esta ley cumplió esa función: no hubo ninguna situación traumática en su aplicación, los 
trabajadores han visto beneficiada su situación, y no se ha cumplido ninguno de los augurios de las Cámaras 
Empresariales como, por ejemplo, empresas que cerrarían, que quebrarían e inversiones que no vendrían al 
país; durante este año quedó demostrado que ninguna de esas cosas pasó. Por suerte las inversiones siguen 
viniendo al país, ninguna empresa ha tenido que cerrar ni estar en una situación apremiante por la aplicación 
de esta ley. 


Entonces, si hacemos una evaluación de un año de aplicación de la actual ley, creemos que en su desarrollo y 
en su proceso tuvo cosas positivas, y a primera vista, no hemos visto elementos negativos importantes que 
hagan que una norma, apenas con un año de aplicación, se deba modificar. Hasta si se quiere, por certeza 
jurídica, no se puede estar modificando una ley -o como decimos nosotros, toqueteando- con tan poco tiempo 


de vigencia, y menos aún cuando ha cumplido a cabalidad con su cometido hasta el día de hoy, habiendo 
mejorado y regularizado las distintas situaciones. Además, como ya se ha expresado, no se produjo ningún 
caos, las inversiones no se fueron y las empresas no quebraron. 


Por tanto, desde el punto de vista conceptual, más allá del contenido de la ley, si bien esta norma tiene 
algunos elementos positivos y algunos negativos, no estamos de acuerdo con su modificación. Además, con 
el proceso que se ha desarrollado a través de la actual legislación, los trabajadores podemos tener total 
garantía en los derechos. Será el tiempo el que determine si efectivamente hay que hacer alguna modificación 
a la normativa vigente. 


Por último, si en atención a algunas inquietudes de los sectores empresariales -específicamente, de las 
Cámaras- y a esas realidades que se detallan, el Poder Ejecutivo remite este proyecto y, como corolario, 
vemos que las Cámaras Empresariales están en desacuerdo con la iniciativa, entonces, es peor la enmienda 
que el soneto. 


Como PIT-CNT y como central sindical, pensamos que hay que dejar las cosas como están, y que hay que 
darle tiempo a la ley que -reitero- está cumpliendo a cabalidad con lo que el Parlamento resolvió. Asimismo, 
conjuntamente con la Ley de Creación de los Consejos de Salarios, ha jugado un papel muy importante. 
Entonces, tanto el movimiento sindical como todos los que tenemos algo que ver con las relaciones laborales, 
deberíamos concentrar el esfuerzo para que en el primer semestre del año que viene podamos tener una ley de 
negociación colectiva, que es el pilar fundamental de las relaciones laborales 


SEÑORA OIZ.- Solo quiero hacer algunos comentarios que tienen que ver con este proyecto de 
modificación de la Ley N” 18.099, ya que toda la valoración importante con respecto a la posición del 
movimiento sindical la acaba de hacer el señor Castellano. 


Uno de los aspectos que nos parece que no debería ser objeto de ley tiene que ver con la incorporación de 
definiciones de subcontratista, intermediario y empresa suministradora. Consideramos que no es la técnica 
más adecuada, que no agrega nada a los conceptos que ha generado la doctrina y las leyes internacionales 
sobre estas formas de contratación, y que quedarían abarcados en un concepto amplio, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 1* de la ley. 


Por otra parte, entendemos que cuando a las empresas se les establece una responsabilidad solidaria en la Ley. 
N? 18.099, en realidad, lo que se está haciendo es sanear una situación extraña que se daba en la realidad, y 
que de alguna manera se había empezado a solucionar desde el punto de vista doctrinario con la creación de 
lo que se llama el sujeto complejo, donde ambas entidades empleadoras del trabajador son responsables de la 
totalidad de las obligaciones generadas por ese trabajador. 


Establecer la existencia de la responsabilidad solidaria -como sucede en la Ley_N” 18.099- a nivel del marco 
legislativo de alguna manera sanea la situación del trabajador en este marco de relaciones de trabajo, donde 
sus empleadores se convierten en más de uno. Llevar eso a una responsabilidad subsidiaria en el marco de las 
características que le da este proyecto de ley, vuelve bastante engorroso el control y, después, para el 
trabajador es bastante dificultoso reivindicar el cumplimiento de las obligaciones laborales a su respecto. 
Pero entre las empresas también se vuelve una fórmula complicada si lo establecemos a nivel de ley. 


La Ley N” 18.099 permite, a través de su artículo 2”, que los deudores solidarios de obligaciones laborales 
puedan acordar la forma en la que después van a hacerse cargo de las responsabilidades con respecto al 
trabajador en cualquier sentido, por supuesto que siendo inoponible al acreedor. En este marco que establece 
la ley, de alguna manera eso queda consolidado pero de una forma más engorrosa que inclusive generaría 
más dificultades a las empresas, a las que actualmente se les permite acordar estas situaciones a través de su 
propio vínculo comercial. 


En otro plano, la ley establece los límites a esa responsabilidad solidaria al tiempo en que se desarrolla la 
relación de trabajo del trabajador contratado en la empresa principal. Eso ya surge de la Ley N* 18.099, e 
inclusive hay posiciones doctrinarias y trabajos realizados por profesores del Instituto de Derecho del Trabajo 
que sostienen eso porque no puede sostenerse de otra manera. Así lo han manejado Garmendia, Barbagelata y 
Pérez del Castillo; no hay otra fórmula que entender -inclusive desde la Ley N* 18.099-: ese ámbito de 
responsabilidad está acotado al tiempo durante el cual ese trabajador presentó servicios en esa empresa. 


Con esto queremos significar que desde el punto de vista jurídico para las partes es más apropiado mantener 
el ámbito de aplicación de la Ley N* 18.099 con las normas que tiene y en el marco teórico doctrinario que 
existe en el momento y existía desde antes, que introducir una modificación que en realidad puede volver 
más dificultosa la aplicación y la reivindicación de los derechos de las partes en estos contratos. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más comentarios, les agradecemos la visita. Tomaremos en cuenta 
las opiniones vertidas por ustedes. 


(Se retira de Sala la delegación del PITCNT) 

SEÑORA BIANCHI.- Propongo que la Comisión pase a intermedio hasta la hora 12 y 30. 
(Apoyados) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a intermedio hasta la hora 12 y 30. 

(Es la hora 10 y 19) 

SEÑORA PRESIDENTA (Passada).- Continúa la sesión. 


(Es la hora 12 y 55) 


Vamos a dar tratamiento a la Carpeta N* 2207/2007, Repartido N* 1112/2007: "Responsabilidad 
laboral en los procesos de descentralización empresarial". 


Hemos venido trabajando en este proyecto de ley -inclusive hemos recibido al Ministerio-, a los efectos de 
discutir y votarlo hoy mismo en Comisión. Propongo que lo votemos en general y luego en particular, como 
usualmente lo hacemos y no nos ha dado malos resultados. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Entendemos que hay voluntad de incluir este tema en el orden 
del día de la sesión de mañana, por lo que entre hoy y mañana habrá que aprobarlo. Sabemos que el 
Partido de Gobierno tiene las mayorías necesarias, por lo que el proyecto va a ser aprobado. Como dijo 
la señora Presidenta, proponemos que se vote en general y luego artículo por artículo, con la mayor 
eficacia y celeridad porque el fin de la historia ya lo conocemos. 


SEÑOR ROBALLO.- Quiero hacer una aclaración respecto a lo que recién expresó el señor Diputado 
Hackenbruch Legnani. Me corresponde aclararlo como coordinador de bancada. En realidad, se 
incluyeron algunos otros proyectos que ni siquiera la bancada había decidido incorporar, por una 
cuestión reglamentaria, y en la coordinación interpartidaria y en la sesión veremos si efectivamente se 
van a aprobar o no. Si bien es cierto que la bancada oficialista ha decidido votar este proyecto de ley, 
no se trató de poner delante de los bueyes; simplemente se hizo así por una cuestión reglamentaria, por 
tratarse de una sesión extraordinaria y por encontrarnos en receso. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- No quise hacer ningún tipo de agravio. Sabemos que desde el 
punto de vista reglamentario es así y sucede desde siempre. Es una de las cosas que pensamos que iba a 
cambiar, pero no cambió. Siempre a fin de año hay una paranoia por aprobar proyectos de ley; creo 
que no se acaba el mundo a fin de año. Desde el punto de vista reglamentario es correcto, pero en su 
momento preguntamos si este proyecto se quería aprobar antes de fin de año o si había posibilidad de 
explorar acuerdos u otros proyectos. Los hechos nos indican que hay que aprobarlo antes de fin de 
año. Simplemente, quería dejar constancia de eso en la versión taquigráfica. 


SEÑOR CABRERA.- Yo interpretaba lo mismo que el señor Diputado Hackenbruch Legnani, pero 
ahora las palabras del coordinador de la bancada oficialista me hacen dudar acerca de cuál es el 


margen de conversación que tenemos, si se trata de un tema reglamentario o no. No es lo mismo si 
tenemos tiempo para conversar sobre el fondo del asunto hoy, mañana y pasado, que si necesariamente 
mañana lo tenemos que votar. 


Yo vine con la cabeza en los términos que lo expresó el señor Diputado Hackenbruch Legnani. Si cabe la 
posibilidad de que podamos profundizar esta conversación y de que este proyecto no se trate mañana, 
tendríamos que definirlo a priori porque condiciona las posteriores actitudes. 


SEÑOR ROBALLO.- Ustedes habrán visto que soy bastante sobrio en general en las explicaciones. 


El asunto es el siguiente. Efectivamente, esta bancada -como lo dije en la intervención anterior- ha decidido 
votar este proyecto de ley antes de que termine el año. Eso es así. Su inclusión en el orden del día con 
anterioridad a la sesión de esta Comisión obedeció a ese aspecto. Es un detalle cierto y no cambia lo 
expresado por los señores Diputados Hackenbruch Legnani ni Cabrera; lo reconozco. Simplemente, no se 
hizo con el sentido de atropellar ni con mala fe. Efectivamente, es nuestro propósito votarlo en la sesión de 
mañana, pero hoy podemos discutirlo en profundidad, ya que tenemos todo el día. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a la discusión 
particular. 


(Se vota) 


Tres en cinco: AFIRMATIVA. 


SEÑOR POZZI.- Quiero dejar constancia de que acompañamos el proyecto de ley porque ha sido la 
decisión mayoritaria de nuestra bancada. 


SEÑOR CABRERA.- El Partido Nacional ha votado en contra de este proyecto luego de haber 
escuchado a las organizaciones sociales invitadas y demás destinatarios de la norma, y de un análisis 
que quiero dejar en este ámbito, que tiene relación con lo que hablábamos anteriormente. En 
definitiva, la premura del tratamiento -más allá de lo larga que sea la tarde y haciendo la salvedad de 
que a la hora 14 nos retiraremos porque integramos la Comisión de Industria, Energía y Minería-, hizo 
que el debate y el intercambio de ideas entre nosotros fuera mínimo. Por supuesto que no es que haya 
habido mala voluntad. Me consta que la Secretaría de la señora Presidenta me ha llamado buscando 
algún diálogo; yo he contestado, pero debido a un congreso, los esfuerzos estaban concentrados en otra 
cosa. 


La realidad es que esta es una norma que intenta mejorar a otra que tuvo discusión, más allá de que muchos 
de los temas que luego surgieron nosotros ya los habíamos adelantado. El debate no se agotó en aquella 
instancia y luego la vida de la norma generó cuestionamientos que dieron lugar a la presentación de este 
proyecto por parte del Poder Ejecutivo. 


Yo creo que la norma que se propone y que será aprobada- sigue sin solucionar muchos de los problemas que 
surgieron. Tenemos una norma de la cual está en contra el PIT-CNT y las cámaras empresariales. Por lo tanto, 
las dos patas sociales del tripartismo no comparten la norma que estamos considerando y, lo que es más 
curioso, ambas partes defienden la vigencia de la Ley N” 18.099, puesto que les parece que trae menos 
complicaciones que el proyecto que hoy se va a aprobar. 


Me parece que, nuevamente, estamos legislando sin tomar en consideración los destinatarios de la norma y, 
como todos los que participamos de este tipo de actividades lo sabemos, en Derecho Laboral las normas 
consensuadas o, por lo menos con la mayor base posible, siempre tienen una mejor vida útil en lo que 
intentan regular. Esta es la primera consideración por la que votamos en contra este proyecto. 


Hay otras consideraciones que voy a ir haciendo a medida que se analicen y voten los artículos. Adelanto que 
tengo opinión favorable respecto de algunos artículos; asimismo, vamos a presentar sustitutivos a otros que 
creo hacen a la sustancia del tema. 


Quería dejar planteada la posición favorable del Partido Nacional en términos generales. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANL.- Creemos que esta iniciativa intenta -tal vez lo logra- mejorar 
un poco el proyecto de ley el vigente, pero los destinatarios se han expresado claramente en contra. 
Pensábamos que habría mayores posibilidades de buscar un acuerdo consensuado en este tipo de 
proyectos. 


El año que viene tendremos una intensa labor en cuanto a la negociación colectiva; esperemos que en esa 
oportunidad pueda trabajarse con mayor profundidad. 


Creo que es un proyecto de ley muy importante y sería bueno agotar la mayor cantidad de esfuerzos para que 
saliera con el máximo consenso posible. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión el artículo 1. 


SEÑOR CABRERA.- No comparto la definición de subcontratista que se realiza en el literal a), pero 
comparto las que se realizan en los literales b) y c). 


Si desglosamos el artículo, acompañaría dos tercios de su redacción. 


Creo que el literal a) no condice con el concepto de relación triangular que está planteado en la exposición de 
motivos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si todos están de acuerdo votaríamos inciso por inciso. 
SEÑOR ROBALLO.- Solicito que se desglose el literal a). 
(Apoyados) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1” con exclusión del 
literal a), cuyo desglose ha sido solicitado. 


(Se vota) 
——— Cuatro en cinco: AFIRMATIVA. 


Se va a votar el literal literal a) del artículo 1*. 


(Se vota) 


Tres en cinco: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 2”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Tres en cinco: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 3”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 4”. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Tengo una duda. Siguiendo el razonamiento de la ley, me 
parece que debería ser una obligación de quien presta, más que un derecho del que contrata. Es más: 
no sé si no podría ponerse una póliza de seguro como garantía; sé que algunas empresas ya la están 
solicitando para el fiel cumplimiento. 


Es decir, que no sea un derecho de quien subcontrata, sino una obligación de quien presta el subcontrato. No 
sé si existe posibilidad de modificarlo 


En principio acompañaríiamos el artículo, pero nos gustaría que quedara establecido como una obligación, es 
decir, que la persona que va a prestar ese subcontrato tuviera la obligación de suministrar y no que fuera un 
derecho de la empresa que subcontrata. |Además, no sé si se podría establecer también que se pueda exigir o 
que tengo, no la obligación, sino al derecho de exigir una póliza de seguro de fiel cumplimiento. 


SEÑOR ROBALLO.- Entiendo perfectamente lo que plantea el señor Diputado Hackenbruch 
Legnani; me parece ajustado. Ahora bien, en este sentido, el derecho provoca una obligación del otro 
actor; por lo tanto, estaríamos cubriendo de alguna manera esa preocupación. 


Con respecto a la póliza, creo que el tema es más complejo y que debería analizarse con mayor profundidad, 
porque, de hecho, conozco un par de casos en los que se ha empezado a usar ese mecanismo; pero me parece 
que para establecerlo en una ley esto requeriría más reflexión y una profundización en el análisis de los 
alcances de una obligación tan importante como la constitución de una fianza en este sentido. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Si estamos de acuerdo en que al tener el derecho es una 
obligación, creo que tendría más fuerza que esto realmente fuera obligatorio, porque, de otro modo, no 
tiene mucho sentido: si no lo pide, se hace solidario de algo que no pidió. Insisto: sinceramente, si ese es 
el concepto, si el espíritu es hacerse solidario y responsable, la persona que fuera a ofrecer o a prestar 
ese subcontrato debería tener la obligación de dar a quien lo contrata toda la documentación que 
solicita la ley. 


Reitero que esta es nuestra posición. Igualmente vamos a acompañar el artículo 4”, pero nos hubiera gustado 
introducirle esa modificación. 


SEÑOR ROBALLO.- También es cierto que esto es una posibilidad que tiene el patrono o empresario 
que utiliza subcontratistas, intermediarios o suministradores de mano de obra; en realidad, el que 
tiene la carga de hacerlo es quien puede ejercer o no ese derecho. Entonces, me parece que podríamos 
romper cierto equilibrio si pasáramos a generar una obligación al subcontratista, intermediario o 
suministrador de mano de obra, porque lo que hace esta norma es dar al patrono o empresario una 
posibilidad que puede tomar o no, lo que, en un caso y en otro, generará consecuencias jurídicas. Por 
eso decimos que si en vez de dar el derecho al patrono o empresario le establecemos una obligación, 
podríamos romper el equilibrio en el complejo de contrataciones. Lo decimos porque, como está 
expresado, va en la línea de lo que son las responsabilidades en el proceso de descentralización; me 
parece más coherente establecer ese derecho del patrono o empresario, que es quien podría verse 
afectado negativamente por el incumplimiento de otro empresario. Insisto: se trata de dejar 
efectivamente en sus manos la posibilidad de hacer o no ejercicio de este derecho. 


Nos parece que la idea de mantener el equilibrio y la coherencia es un fundamento como para dejar el 
artículo tal como está. 


SEÑOR CABRERA.- Es correcto lo que dice el señor Diputado Roballo acerca de la estructura de la 
norma: funciona como un imperativo el propio interés, que es usado o no por quien tiene esa carga. 
Ahora bien, ¿qué pasa si el empresario ejerce el derecho pero la empresa subcontratista no cumple con 
su Obligación? En ese caso, ¿estamos en sede de responsabilidad subsidiaria o solidaria? Lo planteo 


porque, si fuera solo el derecho, alcanzaría con ejercerlo, más allá de su cumplimiento. Si fuera así, se 
liberaría y cambiaría la naturaleza de la responsabilidad solo con ejercer el derecho. 


SEÑOR ROBALLO.- Entiendo que, obviamente, a los efectos de ejercer ese derecho se seguirán los 
mecanismos jurídicos que están al alcance del interesado y que me parece que no es necesario 
explicitar en la norma, pero tienen que ver con las intimaciones y los procesos judiciales que se puedan 
desencadenar; después se generarán los efectos que surgen de la propia norma. En ese sentido, me 
parece que sería superabundante entrar en ese aspecto en este artículo. 


SEÑOR CABRERA.- La intervención del señor Diputado Hackenbruch Legnani me ha hecho advertir 
un problema de funcionamiento o, por lo menos, un lado flaco del funcionamiento práctico, que no 
creo que se solucione diciendo "tendrá la obligación de". La realidad es que un empresario puede 
acreditar en forma fehaciente haber tenido la máxima diligencia para obtener la información prevista 
en el artículo 4”, pero aún así haber tenido una conducta omisa del subcontratista. Entonces, 
fehacientemente demostrada la buena fe de la empresa principal, ¿cómo queda esta empresa? ¿Queda 
en sede subsidiaria o solidaria? La cuestión es que no logró ver esa documentación, pero consta que 
mandó telegramas, exigió y comunicó. 


Tal vez no haya respuesta; creo que hay un problema con esto. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si nos remitimos al artículo 7 veremos algunas especificidades. 


SEÑOR ROBALLO.- En el segundo inciso del artículo 6”, cuando se habla de la responsabilidad del 
patrono o empresario principal, se establece que cuando no ejerza dicha facultad será solidariamente 
responsable del cumplimiento de estas obligaciones. No dice "cuando ejerza dicha facultad y tenga 
éxito", sino que establece "cuando no ejerza dicha facultad". Yo entiendo que si ejerció la facultad y 
existen constancias efectivas de ello pero no obtuvo resultado, está comprendido dentro de la previsión 
establecida en el artículo 6”, que aún no consideramos pero todos conocemos. Entonces, tal como yo lo 
interpreto de acuerdo con el tenor literal de la norma, la responsabilidad será subsidiaria. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4”. 

(Se vota) 

——- Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 5*. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Cuatro en cinco: AFIRMATIVA. 

SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- El Partido Colorado no vota este artículo porque le parece 
sumamente peligroso que se pueda ser agente de retención; realmente no compartimos el espíritu de 
este artículo y quería dejar constancia de ello. 

SEÑORA PRESIDENTA.- En discusión el artículo 6”, 

SEÑOR CABRERA.- El artículo 6” es una de las principales disposiciones que llevan a que votemos 
negativamente este proyecto. Si se cumple la previsión del artículo 4% y una empresa, mediante 
documentos públicos emitidos por el Estado, acredita que está inscripta en el BPS, en la Dirección 


General Impositiva, que ha cumplido con las obligaciones previsionales, que tiene su personal al día y 
acredita los recibos correspondientes, nos parece que la consecuencia lógica es que concluyamos en que 


esta es una empresa independiente y que, en ese caso y para esos rubros, no debe existir la 
responsabilidad solidaria ni subsidiaria. 


Yo he planteado en algunas oportunidades que no distingamos entre tercerización legítima y fraudulenta y 
creo que acá queda patente ese defecto que tiene la norma. Si dos empresas contratantes están al día, formal y 
sustancialmente estamos ante dos empresas independientes, y creo que allí no debería nacer responsabilidad 
de ningún tipo. 


Además, creo que, por la mecánica que tiene este proyecto, se establece una carga muy importante en 
términos administrativos -y eventualmente económicos- para la empresa comitente en cuanto a controlar una 
serie de documentación para obtener muy poco, que es convertir en subsidiaria y no en solidaria la 
responsabilidad que pueda emerger, con lo cual creo que se terceriza el control estatal en empresas que en 
realidad no lo van a ser, pues seguirán siendo todas solidarias porque les costará mucho. 


Mi propuesta es que el artículo 6” quede redactado de la siguiente manera: Responsabilidad del patrono o 
empresa principal. Cuando el patrono o la empresa principal hiciere efectivo el derecho a ser informado 
establecido en el artículo 4”, no responderá de las obligaciones referidas en el artículo 1% de la Ley N* 18.099, 
de 24 de enero de 2007, con la limitación temporal allí establecida y el alcance definido en el artículo 7* de la 
presente ley, por aquellos rubros cuyo cumplimento haya sido debidamente acreditado. Por supuesto que 
mantengo el siguiente párrafo que expresa que "Cuando no ejerza dicha facultad, será solidariamente 
responsable del cumplimiento de estas obligaciones". Creo que este es uno de los principales defectos que, a 
mi juicio, tiene la norma, y propongo esta modificación. 


SEÑOR ROBALLO.- En realidad, a nuestro juicio, no se trata de determinar la dependencia o 
independencia de las empresas sino de la posición del trabajador frente al complejo de contrataciones. 
Entonces, desde ese ángulo, para nosotros este artículo, sin afectar sustancialmente la posibilidad de 
reclamar al trabajador por sus rubros laborales respecto de todos los empresarios, le da una 
posibilidad más al empresario principal, comitente o patrono, a los efectos del control y también en 
cuanto a la responsabilidad ante las reclamaciones, y por eso nos parece que debería votarse tal cual 
está. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Abonando la posición del señor Diputado Cabrera, que por cierto 
comparto, creo que un argumento para sostener la inconveniencia de este artículo tal cual está 
concebido, atribuyendo responsabilidad subsidiaria en lugar de eximiendo de toda responsabilidad, 
está referido a dos aspectos distintos. Por un lado, a situaciones que sabemos que se dan 
frecuentemente en el mercado de trabajo, y son aquellas de subdeclaración o acuerdos informales entre 
empleadores y trabajadores, que en última instancia o a la larga, pueden ser reivindicadas por el 
trabajador desde el punto de vista de los derechos laborales, independientemente de toda prueba 
documental o manifestación de voluntad de su parte en el sentido contrario. Por lo tanto, en ese caso se 
plantearía un problema de interpretación. El empresario contratante, al liberarse de la 
responsabilidad solidaria y asumir la subsidiaria, ¿también se libera de la responsabilidad solidaria 
para aquellas obligaciones no declaradas, que no podía conocer porque no habían sido declaradas, 
pero que eventualmente emergen en el futuro por alguna reivindicación o reclamo de parte del 
trabajador? Esa es una duda que, a mi juicio, surge de manera espontánea del artículo tal cual ha sido 
redactado. Esa duda se despejaría si prosperara la posición del Diputado Cabrera, que es la del 
Partido Nacional ya que la compartimos, es decir si la consecuencia fuera que, efectivamente, la 
exención de la responsabilidad fuera total. 


En segundo lugar, tengo la impresión -este es el segundo argumento sobre el que nos detendremos mañana en 
Sala- de que esto afecta fundamentalmente a los más pequeños y a los medianos, porque frente a estas 
circunstancias supongo que la actitud de las empresas contratantes será la de tercerizar servicios con 
empresas grandes, que ofrezcan garantías de tranquilidad, la certeza de estar al día con sus obligaciones. Por 
lo tanto, creo que conspira contra el surgimiento de pequeños y medianos emprendimientos de servicios que, 
eventualmente, no ofrezcan el mismo respaldo o garantía a la hora de las obligaciones laborales o de todas las 
obligaciones a quien las contrata, por lo que creo que la espada de Damocles de la responsabilidad 
subsidiaria, inclusive a la vuelta de la esquina, va a pesar de una manera negativa desde el punto de vista 
económico en las definiciones que ocurran en el mercado de trabajo. 


Por esos dos aspectos creo que ese habría sido un cambio cualitativo importante, que nos habría puesto frente 
a la disyuntiva de votar el artículo y, eventualmente, el proyecto de ley en su conjunto, ya que eso cambiaría 
su alcance. 


SEÑOR ROBALLO.- En realidad, la responsabilidad de todo el complejo empresarial es la razón de 
ser -frente a los derechos del trabajador y también los organismos previsionales, Banco de Seguros, 
etcétera- de esta ley y de la anterior que estamos modificando. Entonces, en ese sentido el artículo 
propuesto no nos parece correcto. 


Con respecto a la subdeclaración o a las comprobaciones que se hagan posteriormente y a pesar de que la 
empresa principal haya ejercido el derecho establecido en esta norma, para mí es claro que la responsabilidad 
sigue siendo subsidiaria respecto de las obligaciones que no cumplió el subcontratista o el intermediario. 


También quisiera referirme a la apreciación -que también se hizo en oportunidad de la sanción de la Ley 

N? 18.099- en cuanto a que con este proyecto se estaría beneficiando a las grandes empresas. En realidad, se 
está beneficiando a las empresas organizadas y serias, que no necesariamente tienen que ser solo las grandes; 
en ese sentido, tenemos muchos ejemplos de pequeñas y medianas empresas. Esta iniciativa tiene que ver con 
la responsabilidad con que se manejan los empresarios, sean grandes o chicos. Es verdad que las empresas 
grandes pueden tener un equipo administrativo y estudios jurídicos y contables que pueden hacer más fácil la 
verificación de algunos extremos en cuanto a documentación, etcétera, o la contabilidad suficiente y demás; 
pero lo cierto es que también muchas veces esas grandes empresas maquillan bien sus incumplimientos. 
Entonces, nos parece que el punto no es el tamaño de la empresa sino la responsabilidad del empresario, más 
allá de ser grande o pequeño. Obviamente, con esta norma también se quiere generar una cultura en el ámbito 
de las relaciones interempresariales y con los trabajadores, por lo que en ese sentido no creemos que se 
produzca el efecto expresado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 6”. 
(Se vota) 


Tres en cinco: AFIRMATIVA. 


En discusión el artículo 7”. 


SEÑOR CABRERA.- Quisiera utilizar el mismo mecanismo que en el artículo 1”. Propongo que se vote 
por separado el primer párrafo del segundo, porque voy a presentar modificaciones al primero, pero 
no tengo inconveniente en votar la sustitución del tercer inciso del artículo 1” de la Ley N” 18.099, que 
consta en el segundo párrafo. 


SEÑOR ROBALLO.- En realidad, como el artículo no tiene numerales ni literales, podríamos pasar 
directamente a considerarlo porque, aunque se puede desglosar un inciso, me parece que al utilizar ese 
mecanismo podemos perder más tiempo. De todos modos, aceptaría la propuesta del señor Diputado 
Cabrera. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANTI.- Mocionamos para que el artículo 7” abarque hasta donde dice 
"corresponda por incumplimiento" y que la segunda parte se convierta en el artículo 8”. 


SEÑOR ROBALLO.- Como la vinculación tiene su razón de ser, propondríamos desglosar el primer 
inciso del artículo 7”, si los Diputados están de acuerdo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Entiendo que correspondería que este artículo se dividiera en dos 
porque, aunque esté referido a la misma materia o a una similar, en definitiva, está provocando dos 
efectos. Por un lado, está innovando en materia de responsabilidad o estableciendo una nueva 
disposición en el primer inciso; y, por otro, en el inciso siguiente está sustituyendo a un artículo 
anterior. Entonces, si bien es opinable, me parece de mejor técnica legislativa que efectivamente, como 


propone el Diputado Hackenbruch, se divida el artículo en dos. Por supuesto que si insisten en seguir 
por este camino, lo haremos. Lo planteo en aras de contribuir con la mayoría. 


SEÑOR ROBALLO.- Me parece correcto y accedemos a este planteamiento. 
SEÑORA PRESIDENTA. En discusión el artículo 7” hasta la palabra "incumplimiento". 


SEÑOR CABRERA.- Creo que el alcance de la responsabilidad que surge de la nueva redacción 
propuesta es impreciso y demasiado amplio. Fue parte de la discusión pasada cuando se habló de 
obligaciones laborales y personalmente cuestioné el alcance impreciso que tenía ese término y la 
extensión que tenía. Ahora se busca una redacción distinta, pero se vuelve más imprecisa, porque 
remite a algunas normas, por ejemplo, a las internacionales que han sido ratificadas, por lo que me 
parece que esto no va a funcionar. 


Yo quería introducir dos modificaciones a esta norma, lo que implica que quede redactada en los siguientes 
términos: "Artículo 7”.- (Alcance de la responsabilidad de la empresa principal).- Las obligaciones laborales 
a que refiere el inciso primero del artículo 1% de la Ley N* 18.099, de 24 de enero de 2007, comprenden 
aquellas derivadas de la relación de trabajo que surgen de las leyes, decretos, laudos o decisiones de los 
Consejos de salarios, o de los convenios colectivos registrados. Las obligaciones previsionales comprenden 
la contribución especial de seguridad social (personales), excluyendo las multas, los recargos, los impuestos 
y adicionales recaudados por los organismos de seguridad social. Tampoco están comprendidas las sanciones 
administrativas, por concepto de infracciones a las normas laborales, las que se regularán en función del 
grado de responsabilidad que a cada empresa corresponda por el incumplimiento". 


Son tres los conceptos que quedan afuera en la redacción que yo propongo. El primero es "normas 
internacionales ratificadas". Se me podrá cuestionar que una norma internacional ratificada tiene la misma 
validez que una ley, con lo cual el argumento en realidad funciona a mi favor porque ya está comprendida 
dentro del concepto de leyes. Pero creo que eso abre un camino hacia una vaguedad en cuanto a si una norma 
está ratificada o no, si es aplicable o no, lo que me parece que no es conveniente. Insisto en que, en definitiva, 
si hay una ley que la ratificó, va a ingresar en el concepto de ley, por lo que esto es sobreabundante. 


Lo segundo que estoy quitando con la redacción propuesta es: "el deber del patrono o empresario principal de 
colaborar en la aplicación de las medidas previstas en el artículo 1% de la Ley N* 5.032". Acá entramos en un 
tema que es de dudosa conveniencia, porque nos estamos remontando a la primera ley. Podríamos haber 
citado una ley más moderna o algún decreto más nuevo, en materia de seguridad e higiene en el trabajo que 
la de 1914. La verdad es que al fichero en el que se buscaron las normas le faltaban algunas más nuevas. 


Además, si vamos a ser solidariamente responsables de condiciones de trabajo ambientales o de seguridad e 
higiene, entramos en un tema bastante complicado, entre otras cosas porque muchas veces esa tercerización 
no se va a dar en el domicilio o en la planta de la empresa. Entonces, ¿cómo hago para ser solidario en el 
cumplimiento de normas que hacen referencia, por ejemplo, a la existencia de vestuario o a la calidad del aire 
en el ambiente de trabajo cuando no es mi empresa? ¿Cómo puede ser responsable una persona que tiene su 
sede en 18 de Julio 1414 de lo que está pasando en una planta en Camino Maldonado 2042? ¿Deberá ir ese 
empresario a inspeccionar la planta? Si se hace una inspección por parte del Ministerio, ¿se le deberá avisar 
al comitente para que vaya y atienda la inspección a efectos de hacer los descargos del caso? Me parece que 
si bien hay una voluntad interesante, este tema está resuelto directamente. ¿Por qué? Porque si en la sede de 
la empresa subcontratista no se cumple con condiciones adecuadas de seguridad e higiene, esa empresa es 
responsable; y si en la sede de la empresa que recibe el trabajo, no se cumple con las condiciones de 
seguridad e higiene, esa empresa también es responsable a título principal, no solidario. En ambas plantas, 
quien tiene el poder sobre ellas es el que asume la responsabilidad; no puede ser responsable por un trabajo 
que no se realiza en su planta. Y si se realiza en su planta, es responsable en forma directa y no 
solidariamente. 


Es por ello que entiendo que así se entreveran las cosas, por lo que me parece bueno quitar esos conceptos. 


Por último, está la eliminación de los aportes patronales cuando se hace referencia a la solidaridad respecto 
de las contribuciones especiales de seguridad social. Reconozco el avance en esta norma en la que se precisan 


claramente algunos conceptos que en su momento no estaban claros como, por ejemplo, que no se 
comprenden las multas, recargos ni impuestos adicionales, lo cual reconozco y lo digo expresamente. 


Creo -lo manifesté en oportunidad de la visita de los asesores del Ministerio- que los aportes patronales no 
deberían ser parte integrante de la solidaridad, por cuanto el único fin que puede tener eso es recaudatorio. 
No se está protegiendo la aportación del trabajador sino la ava parte de la aportación del empresario que va a 
financiar la seguridad social. Creo que cambia la naturaleza y el objetivo de la norma que estamos tratando. 
Me parece bien que así como se protege el salario se proteja el aporte personal, pero el resto creo que excede. 


SEÑOR ROBALLO.- Respecto al primer punto, "normas internacionales ratificadas", aun sin haber 
estado en las discusiones previas y sin haber recibido a las delegaciones por estar trabajando en otras 
Comisiones, me parece bien esta referencia a ese tipo de normas, por más que nosotros sepamos que 
son leyes, que figuran en el ordenamiento jurídico, que están vigentes y deberían aplicarse, porque lo 
cierto es que el Derecho Internacional en varias materias se usa poco y nada, y eso tiene que ver con 
quienes aplican el Derecho. Acá no solo estoy mencionando a los jueces sino también a los abogados y 
al propio Estado. 


Entonces, si bien entiendo al señor Diputado Cabrera y comparto lo que dice, me gustaría dejar la referencia. 
Es sabido por todos que las normas generan una cultura en cuanto a los procesos de aplicación del Derecho y 
me parece que la referencia a las normas internacionales ratificadas va a ser una señal interesante para 
quienes aplican el Derecho en las relaciones laborales. 


Respecto al cumplimiento de normas de seguridad e higiene y de la responsabilidad que le cabe al comitente, 
me parece que esto también va en el sentido de lo que hablábamos hoy, y es que se debería lograr, a través de 
la aplicación de esta ley, que en los procesos de contratación interempresarial, el comitente tenga cuidado de 
ver con quién contrata, que sepa que es una empresa cumplidora de este tipo de normas. Obviamente, no se 
pretende que se hagan inspecciones regulares por parte del empresario principal, pero a la hora de decidir con 
quién voy a contratar, voy a tener que ver con quién lo hago, teniendo en cuenta que sea una empresa seria en 
materia de normas de seguridad e higiene que me parecen fundamentales, conjuntamente con el salario, 
porque hacen a la salud del trabajador, y me parece bien que se mantengan. 


Pido disculpas porque voy a volver al punto anterior. Cuando se hace referencia al alcance de la 
responsabilidad del empresario principal dice: "(...) aquellas normas derivadas de la relación de trabajo que 
surgen de las normas internacionales ratificadas, leyes decretos, laudos, decisiones de los consejos de salarios 
o de los convenios colectivos registrados (...)", nos parece que la expresión "convenios colectivos 
registrados" puede dejar afuera otras situaciones. Por tanto, nos gustaría proponer que se agregue, 
inmediatamente del término "registrados", lo siguiente: "(...) o de la información que surja de la 
documentación a la que refiere el literal d) del artículo 4* de la presente ley". Entonces, donde refiere a la 
planilla de trabajo tendríamos los recibos de haberes salariales y, en su caso, convenio colectivo aplicable. 
Por tanto, nos parece que esta redacción generaría una amplitud mayor, y no solo alcanzaría a los convenios 
colectivos registrados. 


Por último, donde dice: "Las obligaciones previsionales comprenden las contribuciones especiales de 
seguridad social (patronales y personales), excluyendo las multas, los recargos (...)", de pronto para salvar, 
por lo menos en parte, lo que expresaba el señor Diputado Cabrera -nos parece interpretarlo; capaz que no-, 
nos gustaría que se expresase: "Las obligaciones previsionales respecto del trabajador contratado, 
comprenden las contribuciones especiales (...)". 


Estos son los tres puntos a los que quería referir. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANTI.- De pronto sería interesante volver a dividir este artículo y que 
las obligaciones previsionales estén en un artículo aparte. Ahí, con un pequeño cambio en la redacción, 
podemos lograr también un acuerdo; prácticamente solo estaríamos dejando la primera parte del 
artículo 7” fuera del acuerdo. Creo comprender que estamos todos de acuerdo en que las obligaciones 
previsionales comprenden las contribuciones especiales de seguridad social excluyendo las multas y los 
recargos. Propongo que se haga un artículo aparte en ese sentido y que solo quede la primera parte del 
artículo 7”. Obviamente, nosotros vamos a votar en contra y, por lo que veo, también el Partido 
Nacional. Tal vez de esta forma estaríamos alcanzando un grado mayor de acuerdo, y solo dejaríamos 


el artículo 6” y el corazón del artículo 7” en esa primera parte, como el asunto en discrepancia de 
fondo, que es un poco lo que se ha tratado en la Comisión. 


En concreto propongo un nuevo artículo que comience con las obligaciones previsionales y aprobar la 
modificación planteada por el señor Diputado Roballo. 


SEÑOR ROBALLO.- En realidad, nos gustaría dejar redactado este artículo tal cual está porque tiene 
como título "Alcance de la responsabilidad de la empresa principal", y nos parece que es mejor 
mantener el punto y seguido por cómo viene redactado el artículo, ya que ponerlo en otro artículo 
podría generar... 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Comprendo lo que dice el señor Diputado Roballo. De pronto 
se pueden hacer varios incisos y poner inciso a) o inciso b), y por ahí encontramos un camino de 
acuerdo. 


SEÑOR ROBALLO.- Estoy de acuerdo con lo que plantea el señor Diputado Hackenbruch Legnani. 
Inclusive, lo que ya habíamos decidido que debería ser el artículo 8” podría ser un inciso tercero. Creo 
que no deberíamos poner literales sino dejar el artículo tal cual está con un inciso segundo a partir de: 
"Las obligaciones previsionales” y un inciso tercero con: "Sustitúyese el inciso tercero del artículo 1” 


(..)". 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estaríamos considerando la propuesta de acuerdo, y desglosar este artículo 
por inciso. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Quisiera aclarar que no tendría dos incisos sino tres. El 
inciso a) comenzaría diciendo: "Las obligaciones laborales", hasta "los convenios internacionales del 
trabajo vigentes"; el inciso b) comenzaría por "Las obligaciones previsionales” hasta "que a cada 
empresa corresponda por el incumplimiento y, el inciso c) sería el artículo 8”, que habíamos votado 
anteriormente, que diría: "Sustitúyese el inciso tercero del artículo 1” (...)". Esa sería la forma de 
votación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me informa la Secretaría que no es una buena técnica legislativa la que 
estamos planteando. 


SEÑOR CABRERA.- Lo más sensato que hemos hecho hasta ahora es agregar el inciso c) que dice: 
"Sustitúyese el inciso tercero (...)". Quedaría claro que se trata de la redacción dada por el artículo tal, 
ya que, de lo contrario, tendríamos que salir a buscarlo. Las otras dos redacciones están bien que 
figuren como inciso a) e inciso b), pero este quería que fuera como un artículo independiente. 


SEÑOR ROBALLO.- Me parece que de esta forma se contemplarían todas las aspiraciones y, 
seguramente, también podremos cumplir con una cuestión técnica. 


El artículo 7” podría llegar hasta "por el incumplimiento", y el artículo 8” podría comenzar por "Sustitúyese". 
Pero el artículo 7* podría tener dos incisos como tienen algunos otros artículos de este mismo proyecto de ley, 
y el primer inciso -sin literal ni numeral- podría ser hasta "(...) convenios internacionales del trabajo 
vigentes" -en ese sentido se propuso un agregado pero a esto vamos después- y un segundo inciso que 
comenzaría diciendo: "Las obligaciones previsionales comprenden", hasta "por el incumplimiento", sin poner 
literal ni numerales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar el artículo 7” tal como figura en el proyecto. 
(Se vota) 


——— Cero en cinco: NEGATIVA.- Unanimidad. 


Se va a votar el artículo sustitutivo propuesto por el señor Diputado Cabrera. 


(Se vota) 
——- Dos en cinco: NEGATIVA. 


Se va a votar el primer inciso del artículo sustitutivo propuesto por el señor Diputado Roballo, al que 
solicitamos se de lectura. 


SEÑOR ROBALLO.- El texto del primer inciso del artículo 7” sería el siguiente: "Las obligaciones 
laborales a que se refiere el inciso primero del artículo 1” de la Ley 18.099, de 24 de enero de 2007, 
comprenden aquellas derivadas de la relación de trabajo que surjan de las normas internacionales 
ratificadas, leyes, decretos, laudos o decisiones de los consejos de salarios, de los convenios colectivos 
registrados o de la información que surja de la documentación a la que refiere el literal d) del 
artículo 4” de la presente ley, así como el deber del patrono o empresario principal de colaborar en la 
aplicación de las medidas previstas en el artículo 1” de la ley N” 5.032, de 21 de julio de 1994, sus 
decretos reglamentarios y convenios internacionales del trabajo vigentes". 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 
(Se vota) 


Tres en cinco: AFIRMATIVA. 


Se va a votar el segundo inciso del artículo sustitutivo propuesto por el señor Diputado Roballo, al que 
solicitamos que se de lectura. 


SEÑOR ROBALLO.- El texto del segundo inciso del artículo 7” sería el siguiente: "Las obligaciones 
previsionales respecto del trabajador contratado comprenden las contribuciones especiales de 
seguridad social (patronales y personales), excluyendo las multas, los recargos, los impuestos y 
adicionales recaudados por los organismos de seguridad social. Tampoco están comprendidas las 
sanciones administrativas por concepto de infracciones a las normas laborales, las que se regularán en 
función del grado de responsabilidad que a cada empresa corresponda por el incumplimiento". 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 

(Se vota) 

——- Cuatro en cinco: AFIRMATIVA. 

SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Propongo votar en bloque los artículos 8”, 9” y 10. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la propuesta. 

(Se vota) 

——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se van a votar los artículos 8* al 10. 


(Se vota) 


——- Cinco por la afirmativa: AFIRMATTIVA.- Unanimidad. 


SEÑOR CABRERA.- A efectos de utilizar el mismo mecanismo a lo largo de todo el tratamiento del 
proyecto, solicito remontarnos al artículo 6” y que se vote mi propuesta sustitutiva. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar. 

(Se vota) 

——- Uno en cinco: NEGATIVA. 

SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- ¡Que se rectifique la votación! 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a rectificar la votación. 

(Se vota) 

——- Dos en cinco: NEGATIVA. 


Corresponde designar miembro informante en mayoría y en minoría. 


(Diálogos) 


El miembro informante por la minoría será el señor Diputado Carera y por la minoría quien 
habla. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


